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1879, queriendo hacer desaparecer de la ·1ey de 
1875 una disposicion relativa á la colacion de 
grados, el ministro de ins!ruccion pública pre• 
aent6 á las dmarad una ley sobre la enseñanza 
superior. Introdajo en ella de la manera má-g 
inesperadt1 un artículo concebido en estos tér• 

minoe: 
'' A.rt. 7, • Nadia seriÍ admitido á tomar parte 

en la enseñ1nz 1
1 

p4blica 6 libre, ni á dirigir un 
establecimiento de enseñanu de ·cualquiera na• 
toralezi ~ne sea si pertenece á una congregacion 
religiosa no autorizada." 

.\ pelamo3 desie luego á todo espíritu sincero. 
¡Cómo conciliar este arUcul? con los decretos de 
29 de Merzo último y con h\ e.xpJsicion que les 

precede? 
Si se atienda á los decretes, tod¡¡s las leyes 

que se encuentr~m citadas en el oa y que impi • 
den á las congrega.dones no reconocidas el de• 
recho de vivir, ex·sten a~o y estfo en pleno•vi • 
gor, desde los eílictos do Lui8 X.V hasta los de• 
cretas de Napoleon I, y las sori es,s l1:yes exis • 
Untes que el gl)bierno va á h1c9r cu·mplir. 

Pera 1ü esas leyes existen hoy en el iµes de 
Marzo de 1880, existian iga~lmeute en el me3 de 
Marzo del año último. Y si existian entóaces, ¡qué 
iiecesidad ba~ia de un articulo nuevo, de una le1 

• 
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nueva para excluir de la enseñao2a las oongregá• 
cioh·es? ¿Para que herir lo que estaba ya muerto? 
¡Pari qu6 cerrar las escuelas congregan tea. si las 
congrega<::iones no tenian ni ano el derecho de 
vivir? Hay aquí un dilema del cual no vemo3 uu 
medio del no tenemos un medio de saUr, ¿ó las 
leyes da que se habla existen y en ese caso el 
gobierno se ha eng1ñado presentando en e] mea 
de Marzo de 1880, el artículo que en ese ciso no 
necesitaba, ó no existen hoy, y el gobierno en­
tonces se ha equivocado haciendo en el mes de 
Marzo de 1880, decretoa que prescriben su eje-

cocion. 
Pero prosigamos. Este srtícnlo 7 .º de la ley 

sobre eneeiianzasoperiorque rehusaba á las con• 
gregaciones y á los congregantes el derecho de · 
enseñar está rechazado por el senado. El senado 
reconoce pues á las congregaciones el derecho de 
enseñu, y necesariamente como lo hemos dicho 
antes, con el derecho de enseñar el derecho ¡>re• 

. xistente de vivir, al menos hasta que una ley 
nneva que no se hi dado todavía resuelva otra 
cosa diferente. ' 

Y al dia siguiente de e3e voto es cuando el 
gobierno hac~ ¡quéf esta. nueva ley sobre las 
aaociacionee que débe aoabar oou laa congregl\• 
oiooee ro!lgloe!\8 y les debe h,cer .oaber 4@ftQith 

rl0?4l(llf ... 18 . 

.. 
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vamente si son d no sonT .. .. De ninguna m~• 
nera, pero los decretos qoe,'.teniendo por no exis •· 
tentes las loyes de 1850, de 1875 y el voto 
apenas concluido del senado ordenan la ejecncion 
de las leyes existentes, presenttlndo este artículo 
7.• proclaman ellos mismos su aniquilamiento. 

Si revelamos estas contradicciones tan repng • 
nantes no es para hacer un agravio político állos 
autores de loe decretos, cuyos designios .oo al 
canzamos, y que creen obedecer, hiriendo á las 
congregaciones, á necesidades que no debemos. 
conocer; sino para hacer aun más evidente lo 
que nos hemos propuesto demostrar jurídicamen­
te á saber: que les edictos, lalil disposiciones de 
los parlamento11, los decretos y las leyes de que 

• se arma hoy el gobierna han sido abrogados des• 
de hace mocho tiempo, y reempl · zado por un 
estado de cosas nuevo. del cnal las leyes de 
lSf,0 y 1876 y la propuesta y re-probacion del 
artículo 7 ,º son los más recientes é inrresistibles 
teetimooioe. 

1 II, 

No qaeretnós dejar een dieoooionee de 1850 
· t ae 1680 ein indioar todavia 01111 reile&ion qu8 
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noa han sugerido y que nos parece muy coocJn .. 
.yente. 

Los deéretos de 29 de Marzo. ordenan, para 
plazos diver~os la disolncion de las congreg;1cio . 
nes religiosas, y la clausura. de las C!lsas do edu • 
cacion dirigidas por loa réligiosos. S, puede 
asegurar, siu faltar á niogona conveniencia que 
este es el último resultado que principalmente 
quiere espresar el gobierno, 

Ltt. disolucion de las con~regaciones y por con 
secuencia la clausura de sus casas propias y de 
sus noviciados seria por si nna empresa bien : 
grav~, bien peligrosa y de naturalez-1 capaz de 
trastornar profundamente todas las nociones del 
derecho. No sabc>mos si los autores de loa de­
cretos se bau penetrado bien de las dificultades 
formidables que encontrarian, rn~re l.s cuas . 
tiones de prop~edad qqe su ej!'CUCÍOD baria Dll • 

cer. t'e han preguntado lo que sucedería el db 
en que la autoridad, cerrando Ja puerta de ana 
de esáM casas despues de ~la expulsion de los 
religiosos, el propietario, con su contrato en la 
mano, exigiera que se abriera de nuevo y qae 
ee le devolviera en casaT Es este un religioso, 
po veamos ei eu título es regular, ¡como podría 
un tribunal rechuzar su de1XJanda, y aoa vez en• 
\tado en B\l ~1~~1 cd.1110 se le podrla impedir qne 

• 
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viese en ella A su gusto y que recibiera en ella t 
quiea le parezca. 

Pero I\Un hay mas. Lis casas conventualas. 
no pertenecen todas á religio303. Algunas per• 
tenecen á particulares , otr<1s á sociedades civiles 
muy regularmente formadas, cayos miembros 
son unos religiosos, otros lego3. E~os particul~~ 
res ó esas sociedades han contratado hace mucho 
tiempo con otros; han hecho prestamos hipoteca­
rios á terceros ó á establecimientos de crédito. 
¿Cómo se liquidarán esas sociedades? ¿Cómo se 
reembolsarán esos emprestitosf Tendremos el 
espectáculo de nn gobierno regular dejando ven, 
der en almonedas esos inmne~les secuestrados, 
para pagar los prestamos quE, garantizaban? Pien• 
sese bien en esto: la expnlsion de las personas y 
la venta · forzada de dUS mJiebles á doscientos 
años de distaneia, saria casi la revocaciou.:del 
edicto de Nantes trocado y la revancha laica de 
las persecuciones á los protest.antes. ¿Hemos de­
j ido pasar dos siglos para volver allá? 

Sin embargo lo queremos, He aquí á la auto­
ridad seftora del convento, ·AIU al menos se en• 
cueotra ea el centro miamo do hi existencia mo• 
oáatica; tiene , la ,ista la congregacian funcio-­
~~~4o 1 vlvieudo con 11' 1idtl que le es prorlt1 

• • 
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Ál1f se miran los religiosos, todos vestidos coa 

el mismo hábito, cortado de la misma manera 
q1113 h1ce trei ó cuatro siglos; teniendo sobre el 
pecho ol mismo escapulario; llevando al cinto el 
rosario, la mism l cruz de madera ó de cobre· . , 
cantmdo vísperas laudes 'y maitines á las mis-
mas horas; marchando juntos con el mismo pa . 
so, nundo juntos con la misma voz; levanláa­
dosl', tom'lndo sus alímento11, retirándose á sus 
celdas al toque de la misma campana que los 
gobierna á todo3; obedeciendo todos á una mi:!• 
ma ~Pgla que es la re~la da s11 órden y que no 
es la de ninguna otra; ligados ante Dios ¡por vo­
tos que no se pronuncian en ninguna otra parte 
y cuya fórmula se remonta hasta San Francis~o, 
Santo· Domingo ó S1n Ignacio de Loyola. Se les 
sorprende allí en fh.grante delito, de todas sas 
virtudes, 6 de todas stis supersticione3, poco nos . 
importa, pero haciendo para hablar con propie -
dad, obras de vida moná~tica ó de congregacion 
religiosa. 

Si este modo de vivir, es prohibido en Fran• 
. cia por las leyes, y si se piensa qua e8tas leyes 
existen todavía, lo que neg~mos enárgicamente, 
comprenderfamo& el rigor que los tribunales des• 
plegasen p,ara dispersar d loe religiosos y cerrar 
la casa, porqu~ eo11 es u.u,~ oasa oooveotQal fa. 

• 
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bricada d dedicada para la vida conventual, que . 
no tiene otro empleo: en donde no se puede ha• 
bitar sin ser monge; en donde no se puede vivir 
sioo con el hábito monástico. 

Pero es de otra manera en los establecimien­
tos en qne los miembros de las congregaciones 
enseñan á la juventud. Alil, en efecto, esos re• 
ligiosos desempefün nna funcíoa q•1e es permití 
do desempeñar como ellos á cn1lqnier lego, con 
tal que satisfagll las condiciones de moralidad y 
de capacidad á las cu!lles ellos mismos están obli · 
gados i satisfacer, y que, como elloe, tienen su 
certificado y su diploma. Allí ejercitan un de­
recho que dista mucho de pertenecer como pro-

. pio al estado monástico; de no derecho qae no 
pueden, por el contrario, ejercer más que como 
ciudádanoa, con el mismo titulo que los demas 
ciudadanos, y en concurrencia con los <lemas 
ciudadanos, bajo la 1Lisma vigilancia de la ley. 

Ademis este derecho y esta libertad de ense• 
ñar, se acaba de ver que petenece á' los religio· 
sos, en virtud de leyes generales que los asegu. 
ran á todos; se aoabi de ver ademé.s qne les 
hao sido expresamente reconocidos por el poder 
legislativo, en circaostanciae mo1 memorable a 
1 muy recientes para qoe el gobierno, pueda 
01, idarla11 6 las quiera deacouocer, 

• 
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Resulta pues de esto, en todo caso y cuando 
más, lo que no saoede, lo qne es absolnt11m~n­
te falso, que las leyes existentes darian á los 
tribunales el derecho de disolver como asociacio­
nes ilícitas las comunidades no raconoddas en el 
mismo lagar en el mismo centro de la congre• 
g:icion.-Ningun poder en el mundo, miéntras 
subsista la ley de 1850, puede arrojar legalmente 
á religiosos de las esouela.s que como ciudadanos 
banfunde.do y en las cuales enseñan. 

• ◄•► 1 
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Todo estd dicho, ménos por nosotro3 qne por 
naestros eminentes adversarios, sobre las pre-
tendidas leyes cnya existencia anuncian l~s de­
cretos de 29 de Marzo y cnya ejecncion señalan 
para determinado dia. ~as leyes, lo afirmamo"i 
á nuestra vez, no existen ya, y oiognn decreto 
les podría dar vida. 

¡Qué sacederia, sin embargo, si el gobierno 
lae quisiese BpllcarT ¡Eotre él y Isa ooogregacio• 
nes qui4a seria el ju01t Nos atrete1tos A decir 
que no habri~, llegado el caso, míe qlle ti~ 

Juez competente; el jaez ordinario. 

Ba 
Esto es que demuestra el dicl~men ds M. de 

Vatimesnil, con tal evidencia que nos limitamos 
á reproducirlo &'JUÍ sin anadirle una sola pala­
bra. 

En el caso de que existieran leyes que prohibie• 
sen la 'IJida en comun ile las pers01ias ligadas por 
una regla religiosa, la aut.oridad no teniria dere, 
rJw de proceder d la disolucion por la t,fa adminis• 
trativa. 

"~l ministe~io ha dejado· entender, por el ór• 
gano del sefior canciller, que procedía, por la vla 
administra1iva á la ejecucion da lo que 61 llama 
las leyes del reino. 

Los infrascritos confiesan que esta deolaracion 
los ha llenado de asombro. 

11EI ministerio expresa la opinion de que las 
leyes de que hemos hablado en el plrr.if> prece• 
dente eat,n en vigor, Eeta optni.on es contrariil 
~ 1~ n~~otra, pero compreude{Jloe quo el wioi~te• 
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rlo obrase en el sentido de la que déotara que es 
la soya. Piensa que las l(•yea existen, y que hay 
pues que proceder á la ejecacion de ellas; sea, 
¿pero cómo y por qué vía? Hé aqui lo que hay 
que examiuar. El señor ganrdasellos pJrcco ad­
herirse al sistema de las personss que terminan 
el asunto, diciendo que se empleará la eccion de 
la alta policía administrativa. Nos atl·evemos á 
decir que esta solucion. no ha sido snfi.cientemen~ 
te meditada en el conEejo de la corons, que cuan• 
do lo sea más atentamente será difícil que se in• 
sista en ella, y que en todo caso, &i se insiste en 
ella se incurrirá en una gran responsabilidad. 

••Ona de las bases de nuestro derecho público 
interior ES la separacion establecida entre el po­
der administrativo y el poder judicial. La linea 
di visoria enlre esas dos autoridades foé trazada 
por la asamblea conslilnyente en estos términoE: 

••Las funciones judiciales son distintas y esta· 
rAn siempre separadas de-las ltrnciones adminis-

trativas," 
11E1 art. 13 del tít. II de la l~y de 24 de Agos• 

to de 17\tO, que contieoe tetas disposiciones. 

añade: 
• •Loe jqeces no podrán, eo pena de prevarica• 

ciou, turbar de culquietA nu,nua que eea Ju 
uper.,9i9¡,1 de lo~ _c\lorp~11 adfll:1tüetrntivoe, ~, 
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citar ante ellos. púr razon de stis faoctonea A los 
administradores.'' 

Hay evidentemente de parte de los adminis­
tradores reciprocidad de deberes; no pueden 
arrogarse el conocimiento de osuntos judiciales 
como los tribunales no pueden usnrpar los de la 
materia administrativa. El derecho á la inde­
pendencia es el mismo por ambas partes. Así, el 
Código penal que marca penas contra los magia• 
trados del órden judicial cuando extralimitan 8tll 

polere8 y se mezc'l.tn en las mate, tas correspondiffl• 
tes á ltts autoridades admin1sfrativas (1) la señala . 
tambien contra los administradores cnando inti · 
man 6r<lenes y prohibiciones de cualquie-ra ,lase á 
las cortes y t1ibunalts y cuando se ingierff,I en d 
conocimiento de derechr r el intereses privados de re­
sorte <le los tribu,ialts. (2) 

"~on demasiado clarás estas verdades gene­
rales para que neceRiten más ámplio desarrollo. 

''Todo se reduce, pue·s, á saber si la materia 
eo que nos ocupamos aqui es adminietrativa ó 
judicial. 

........ 
[1] .A.1·t, 127, núm. 2. 
~2J Arts, lijll 1 lal, 
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11Eo concepto nuestro es eviden~ que en ia 
hipótesis de que las leyes que se invocan contra 

. las congregaciones existieran realmentf', su apli• 
cacion tendría on carácter esencialmente indicial. 

11Esto es lo que resalta desde loego de la na­
turaleza misma de las cosas y ademas del ohjeto 
y del tenor de esas leyes. 

''Hablemos desde luego de la naturaleza mis• 
ma de las cosas. 

''En efecto, ¿qué se quiero? Disolver ciertas 
congregaciones bajo el pretexto de que no están 
reconocidas. ¿Y qué es disolver un!l congrega• 
cionf Es obliger á las personas que la componen 
á salir de su domicilio oomnn é impedirles reunir• 
se ulteriormente~ es, pues, ejercer una coaccion 
sobre esas persona~ y tomar una medida contra 
ria á su libertad individual, porque la libertnd 
individual no consiste solo en no ser preso do 
una manera arbitraria; consiste t1mbien en po• 
der hacer lo que se quiera, ea residir donde se 
quiera y en vivir con quienes se quiera. Sin dn• 
da que la ley puede restringir en ciertos casos 
la libertad individual; pero cuando lo hace, su 
oplioacion pertenece naturalmente á los tribu• 
nalea. Ea necsario para una libertid tan precio• 
ea lt\ doble garantía de la inamovilidad de los 
Jueces y de Is pnblicidad de la dieoaslon iudichl, 
' 
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· No hay, pneEI, ejemplo en nuestra legislacion de 
que el derecho de tomar una medida restrictiva 
de la libertad individual se haya confiado al poder 
administrativo. Si las cuestiones de propiedad 
eatfn exclusivamente sometidas á los tribunales, 
¡cómo no lo habian de estar con mayor razon las 
cuestiones relativas á la libertad individual? Sin 
duda cuando los tribunales han sentenciado sobre 
alguna·cuestion que se relaciona con la libertad 
individual, la ejecucion de sus fallos puede ser en 
todo.6 ea parte confiada á la autoridad administra• 
liva; pero ántes de que esta autoridad pueda eje• 
catar rs necesario que el proceso haya sido fallado; 
este es el principio que proteje uno de nuestros 
der'echos más queridos y más íntimos. Para que la. 
autGridad administrativa pueda ejercer en mate­
ria de libertad individual, seria preciso que una 
disposicion expresa de la ley le hubiese conferí­
de la facultad; porque eso seria una excepcion . 
de las reglas fundamentales á la sombra de las 
cuales vivimos y las excepciones no se presenta• 
dn jam!s, 

"A&i, pues, para que la administracion tenga 
la facultad de disolver una congregacion, como 
medida ~e policía y sin prévia decision judicial, 
seria necesario que el legislador aubieee dicho: 
Oaando un JDinistro ó un prefecto crea que 105 

flQt,UtJlf - · 4 
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individoos que viven en comnn const\toyen una 
asociacion tormada baio el prettx1o de religion ( co• 
mo dice el art. 4. • del decreto del año XII), en · 
viará á la casa habitada por esos individuos nn 
oficial de policía y gendarmes y les hará expul­
sar violentamente de su domicilio. Felizmente 
nuestros códigos no están manchados con una 
disposicion tan escandalosa; no existe en ningn• 
na parte ni aon en las leyes que se invocan tan 
·pomposamente calificándolas por excelencia de 
las l~yer del reino. . 

Muy lejos de esto, el objeto y temor de esas 
leyes resisten, como lo hemos dicho, á la idea de 
que su ejecucion pudiese tener logar por via de 
alta policía administrativa y sin juicio previo. 

"Los oradores que han hablado en el sentido 
de la disolucion de las congregaciones, se han apo 
yado en los artícnlos 29 l y sigientes del código 
penal y en la ley de 1834. Les convenía asi en 
su eistema porque esos textos dividiendo, como 
lo hemos probado, las asociaciones en .Hcitas ó 
ilícitas, si las congregaciones no reconocidas no 
estaban en la clase de asociaciones ilícita! estaria 
necesariamente en la de la asocia' iones Hoi ta@. 
As{ llegamos leste dilema: 6 la ,ida en coman de 
los miembros de las congregaciones no recooo• 
cidas constituye el delito prescrito por el 06dig.1 
peDal 7 la le7 de 1834, O eat~ vida e11 oow1u1 
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es un a<Jto pirmitido · y que nioguna ley pudiera 
atacnr. LfJs adversarios de las congregaciones 
han sido pues consecuentes cuando han.invocado 
estos l~xtm-1, y no podian renunciar á ella sin 
destruir compl~t•lmente su sistema. Si no hay 
delito, la ditiolucion es una medida ilegal, uiogun 

medio término es admisible. 
· "Esto supuesto, si los jesuitas los benedictinos 
ó las religiosaa carmelitaP, (porque no hay nin• 
gnna distinciou entre las cougregacione de hom· 
bres y de mugi>res) no pueden habitar 11\ misma 
c1sa sin que el hecho de est·\ h I bitacion en co­
comun constituya el delito •previstl por la ley 
sobre las asociacionfs, la materia es exclusiva­
mente judicial: so'o ll los tribunales corresponde 
resol ver sobre la existencia 6 no existencia de 
ese delito. 

"E:3ta Cll0Stion sobra existencia Ó no existen• 
cia del delito se divide necesariamente en tres 
partes: ¿consta el h1;;cho que se impnta A los in· 
culpados?' ¿rise hecho se comprende en los térmi­
nos d~ las leyes qne se invocan contra ellos? ¿esas 
leyes existen ó están ah.rogadas total 6 parcial 
mente? Ninguna de esas divisiones de la cuas 
tioo podría ser ni sustraída. de los tribunale~, ni 
prejnzgada por el poder ndministrativo. As{ es 
que uo~ l}dwi11ietuoiaP no p12ede declri Por pro 

\ 
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videncia pNvisional disolveré la aaoclacion, sal• 
Vd para despues, si hay lugar, la accion del mi, 
nisterio público ante la justicia correccional. Es­
to se-ria una intervencion de poderes y una con. 
fasion de principios que trasp1saria todos los lí­
mites. L\ disolucion no puede preceder al jobio 
del delito; no podría ser mJs que L1 consecuen­
cia de ese juicio que hubiera declarad9 culpables 
á los incJu9os. De otro modo podria suceder que 
despues que la administracion hubiese disuelto 
la asociacioo com~ infractora de la ley sobre 
asociaciones, la justicia decidiera que esta pren • 
tendida infraccion no txistia. Y habri,, pueP, 
confosion y anarquía. 

"Y siemrre ha sido por la via judicial como 
se ha procedido en la ejecucion de la lAy sobre 
asociaciones. L'ls monumentos que existen á este 
respecto son namsrosos y muy conocidos. Serii1 
superfluo citarlos. Nos limitaremos á indi~ar dos 
muy recientes: el ono concerniente á una asocÍi• 
cion comunista que dió lugar á una resolacion 
del ,ribon<1l de cas 1cion de 4 de Setiembre de 
1841 (D~tloz 1841, U· parte, pdg. 437Jy la otra 
uoi reunioo religiosa de protestantes en la mu· 
nicipalidad de :-lemeville, que dió lugar á una re· 
eolaoioo del tribunal de casacioo de 22 de Abril 
~e lS4a (Dalloz, 1843, tt parte, pdg. 877), 
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11Si· bablamos de esta última deciaion, no es• 

porque no nos .adhiramos á ella. Participamos 
por el cootr.1rio de la opinion de M. Odilon B.1 • 
rrot, que babia sostenido en esta causa los· prin­
cipios de libertad religiosa, que habriamos leni 
do grande satisfaccion en ver reproducida en 
la discnsion relativa á las congregacipnefl, en 
que tienen más fuerza aún, puesto que el texto 
del artículo 291 es decisivo en favor de esa~ 
congregaciones. 

"No hemos citado los dos decreto3 antes meo• 
cionados más que para probar qne beata aquí 
se ha seguido constantemente la vía judicial en 
ma.teria de asociacion, sea· política, sea religios1. 
Nanea el poder se ha creído autorizado para di• 
solver sna asociacion provenida del delito pre­
visto por el artículo 291 de la ley de 1834, an• 
tes que los tribonales hubiesen reconocido la 
existencia del delito y pronunciado las penas que 
el legislador les ha decretado. 

"No comprendemos paes, por qué anomalía se 
podrie, relativamente _á las coogregaciones, de­
cretar esta via para arrojarse arbitrariameote 
en las de la alta policí1 administrativa. 

"1,S ~ dodsria de lo independencia de los tri 
banales? ¿913 temería el no poder hacerlos adop, 
t~r e3a ioterpretaoioQ extrafla que 0oa1late e11 
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dech· que es uecesariv contar los mieml:)ros de la 
asociacion domiciliada en la casa, mientras que 
el código penal declare expresamente que no 
deben ser cont!lda? Q,1e 89 proponga .i las cáma• 
ras nna ley especial contrcl. lt1s c:mgregacioae3; 
que en esta ley se desplegue contra lod religio­
sos inofeneivos mús soveridad que contra las aso­
ciaciones políticas mé.3 temibles; que se confíe 

. aun exclusivamente la aplicacion i1 la ántoridil'i 
administrativa, sea, si el legislador así lo ordena, 
serd preciso inclinar la cabeza; pero hastl aquí 
es imposible que lil alta policía despoje á los tri• 
bunales de nn derecho que les pertenece. 

''Desde que un hecho califica como delito por 
la ley, la materia es exclusivamente judicial, á 
menos qne una di ,posicion legisla ti va ex presa 
no haya atribuido la represion de ese delito d la 
autoridad administr.1tiva (lo que tienen lugar en . 
materia de superintendeoci:l de caminos) á me­
nos que no haya una cneslion prejudicial del 
resorte de la administracio::>, E:10 es lo que re · 
anlta del artículo 2.º de la. ordenanza de l.º de 
Jonio de 1828 sobre competencias, que está con-

. cedida en estos términos: 
"No podrá ser evitado el cootlicto en mate 

"ria de policía correccional, sino eo los casos si• 
"guien ttis: · 
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l.ª Ouando· la ,·epresion del a,ezit.o competa par . . 
''una dispoaisio1i legis7,ativa á la autoridad admi. 
11nistrat,va. 

"2.• Cuando la sentencia qne haya de pronnn-
''ciarse por el tribunal, dependa de una cuestion 
" . . . previa cuyo conoe1miento corresponde á la au• 
11toridad administrativs, en virtud de un~ dis­
"posicion legislativa. 

' En este caso la competencia no podrá veraar 
''más que sobre la cuestion prévia." 

"Ninguna de estas dos excepciones puede apli . 
car~e al delito de asociacioo ilícita. E:1 evidente 
desde luego que en esta materia no podría haber 
cue.stion_ prejudicial; (1] y que la rép1 es ton at: i 
delito léJOS de corresponder á la autoridad admi­
nistrativa, perten9ce á la justicia ordinaria, segun 
el art. 4.º de la ley de 10 de Abril de 1834, con­
cebida en estos término!!: ' 'De las infracciones 
de la presente ley y del art. 2n del código pe­
nal, conocerán los tii~unil~s ordinari;s. Li incom 
petencia del poder administrativo, es pnee, abso, 
luta, en tanto que no se h1ya declara.do la exis-

-----
(1) A roénos que la. cuestion prejudicial no descansa, 

ra en los términos de una antorizacion administrativo 
concedi~a á una asociacioo ¡ hipótesis nece88.riament~ • 
extraiía á las congreguoiooes no reconocidas. 
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tencia del delito por la justicia correccional, y la 
disolucion de una asociacion como medida ga­
bernativ,1, faltando todo juicio previo, seria una 
medida arbitraria, una usurpacion del poder ad­
ministrativo, de la potestad judicial y un atenta• 
do contra la libertad individual. 

''La administracion dirá: no quiero· servirme 
de la ley eobre las asociacioneti, aunque ~ostengo 
que tal ley ea aplicable á las ccn•{regaciones no 
reconocidas; la dejo aparte y me atengo al de­
creto del año XII, y en virtud de tal decreto 
procedo por la vía gulernativa. 

'' A tal razonamiento contestaremos con dos 
respuestas igualmente decisivas. 

''Semejante eclectismo en materia legislativa, 
violaria todos los principios y seria intolerable. 
El poder bo puede escoger á su arbitrio en el 
Boktin de las leyes las disposiciones que le pa­
rezcan má, favorables. Está obligado á observar 
la legislacion till como es. No es lo que era en 
tal epoca, sino lo que es actualmente, lo que de• 
be servir de regla. Las leyes posteriores abrogan 
ó modifican las leyes anteriores; no se puede 
aplic:ir hoy el decreto del año XII, como se ha­
bría podido aplicar al dia siguiente de su promul• 
~acioo. Es necesario tener en cuenta la iotlaen .. 
el& que Ja le7 sobro laa aa0oiaoione1 ba ojeroidg 
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éobre ése decreto . .En nuestro sentir esa influen 
cia ha sido destructora y el decreto del año XII 
ha quedado enteramente aniquilado. Mas su • 
pongamos por un momeo to que no se acepte nues • 
tra opinion sobre cate punto, será preciso reco• 
nocer, por lo ménoe, que si el Código penal y la 
ley de l 834 no han abrogado por completo el 
decreto del afio XII, lo han modificado conside• 
rablemente. A sí, por ejemplo, el decreto del áño 
XII comprendía á _todas las congregaciones no 
reconocidae, cualquiera que fuese el número de 
sos miembros. Pero el Código penal y la ley de 
de 1834 no declaran ilícitas más que las asocia­
cionefl compuestas de veinte personas. El decre­
to del año X ~f, ha siclo, J>ues, necesariamente 
modificado en este punto, y una congregacion de 
diez y nueve personas no puede ser disuelta. V a 
mos más adelante y sostemos que no puede ser . 
lo, sea el que fuere el número de sus miembros, 
porque el art. 291 prohibe contar ]os individuos 
domiciliados en las casa. Pero aun cuando nos 
equivocásemos en este punto y aunque fuera ne 
cesario admitir la explic:icion de M. Tbiers, eiem• 
pre estaría faera de duda, que la coogref(acion 
quedaria exenta de todo ataque, si no se compo• 
nia de m6s de veinte personas. .Hé aquí, paes, 

, ~Dft IR9dUlcacio¡¡ que el decr@to del año XII ha, 
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· hria eufrido, aun segun la doctrina de los ant go• 
nistaa de las congregaciones. Habría tambien su• 
frido ana segunda modificacion, qae tiene una 
conexion mús directa con la cuestion que ex6-
mioamos ah9ra: el código penal y la ley sobre 
las asociaciones han conferido á 103 tribunales 
correccionales el conocimiento de loa hechos de 
a,ociacion ilícita ó que se considere como tal. La 
represion de esos hechos no puede! pues, bajo 
ningon respecto pertenecer ó la via gobernativa. 
E~e ea el estado de la legislacion, y aunque ee 
supusiese que el decreto del año XlI autorizaba 
la disolncion como medida administrativa, ese 
poder extraoll(iinario ee habría desvanecido. 

,,y por otra parte, (esta ee nuestra St'ganra 
respuesta) es falso que el decreto del áfio XII, 
hubiese autorizado la disolocion como medida 
gobernativo. El art. 1.0 de ese decretó ordena• 
ba , la verdad, que todas las congregacfanes ó aw• 
ciaciones f orrna«.as so pnt, xto de religiGn y t,o 
au!orizadas, fuesen disueltas. ¿Y de qué manera · 
debia verificarse h disolusionT E~e artículo no 
lo dice. y ese silencio h11bria sido sotlciente para 
exclolr el procedimleoto g11bernativo, puesto 
que, como lo hemos dicbo poco 4utes, la liber · 
tad individual eet6, naturalmente y conforme al 
~er~~b9 comau, t\1 1brlJO de ·1, aocJOD coeroitin · 

167 

de la admioÍ!¡tracion. Pc,ro aun hay mds, el ar­
tíuculo supooia el caso en qne los miembros de 
una asociacion no reconocida rehusasen disolver­
se. y en tal caso maudaba á los prl curadores ge • 
neta les y á los procuradores imperiaka perseguir­
los aun vor via extraordinaria, etc. No padieado 
el ministerio público seguir sus procedimientos 
más que ante los tribunaleB, es evidente que el 
decreto reconocía que la miteria eu j1tdicial. 
No hablamos del artículo que desterraba á sus 
aióceei:1 respectivas' los miembros :de las COil· 

gregacione~, puesto que todo el mando sabe que 
ese decreto no existe ya. 

• 1Por otra parte, e! decreto no mandaba que 
esa diQposicion se ejecutara por la vfa adminis. 
trativa, y por el contrario parecía que se le h1-
bi~ querido dar una sancion judicial, pu/)sto que 
el art 6.0 relativo á los procedimientos seguidos 
p:lr los procuradores é imperiales, se aplica­
. ba sin distincion i todas las contuvenciones que 
pudhmH1 cometerse del decreto, directi 6 indi • 
rectammte. 

• B 1jo coalquler ponto de vista qae 11e <1on1Ji • 
de 11 cqestion, se llega, eo deftuitivo, al ef .. 
gule¡¡ te reaultado; 


